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Segundo: El artículo 12 de la Ley transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno,
establece que todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos 
previstos en el artículo 105.b de la Constitución Española, precepto que es desarrollado por la citada 
Ley.

Tercero: Respecto de la petición concreta hay que tener en cuenta la Disposición Adicional 1ª de la 

administrativo será la aplicable al acceso por parte de quienes tengan la condición de interesados 

asimismo en relación a las regulaciones especiales del derecho de acceso a la información pública, 
su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, 

En el ámbito sancionador de ilícitos administrativos en el orden social, el artículo 10 de la Ley 
23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
dispone que los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y los Subinspectores Laborales 
considerarán confidencial el origen de cualquier queja sobre incumplimiento de las disposiciones 
legales. También vendrán obligados a observar secreto y a no revelar, aun después de haber 
dejado el servicio, los datos, informes o antecedentes de que puedan haber tenido conocimiento en 
el desempeño de sus funciones, salvo para la investigación o persecución de delitos públicos, en el 
marco legalmente establecido para la colaboración con la Administración Laboral, la de la 
Seguridad Social, la Tributaria, la de lucha contra el fraude en sus distintas clases, y con 
comisiones parlamentarias de investigación, en la forma que proceda. 

Precepto el citado que es desarrollado a su vez por el artículo 10 del Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
138/2 Los funcionarios del sistema de Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social deberán guardar secreto respecto de los asuntos que conozcan por 
razón de su cargo, así como sobre los datos, informes, origen de las denuncias o antecedentes 
de que hubieren tenido conocimiento en el desempeño de sus funciones

Cuestión distinta es si se tratara de un denunciante. Así, en la Ley 23/2015, Ordenadora del 
Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social se establece 
denunciante no podrá alegar la condición de interesado a ningún efecto en la fase de investigación, 
si bien tendrá derecho a ser informado del estado de la tramitación de su denuncia, así como 
de los hechos que hayan sido constatados y de las medidas adoptadas al respecto
únicamente cuando el resultado de la investigación afecte a sus derechos individuales o colectivos 

El artículo 9.3 del Real Decreto 928/1998 por el que se aprueba el Reglamento General sobre 
procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los 
expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social, se refiere en términos similares a los 
señalados en el párrafo anterior, si bien añade que en el supuesto de que la denuncia diera lugar al 
inicio de un procedimiento sancionador, el denunciante podrá tener, en su caso, la condición de 
interesado, en los términos y con los requisitos establecidos en el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En este caso se entiende 
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que el solicitante no era denunciante respecto del asunto en cuestión, por lo que en ningún caso puede 
facilitarse la información objeto de petición, si bien si lo fuese podría acudir a las correspondientes 
oficinas de la Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social. 

Cuarto: Sin perjuicio de considerar que, en todo caso, la Ley 19/2013 no debe ser aplicada, por 
existir normativa específica, concurre la causa del artículo 14.1.h) para limitar el derecho de acceso 
a la información solicitada. Se considera que facilitar la información solicitada afecta negativamente 
a los intereses económicos y comerciales de la empresa sobre la que se solicita información.

La propia Ley 19/2013 prevé en su preámbulo la posibilidad de que se limite el derecho de acceso a 
la información solicitada, para lo cual prevé un test de daño (del interés que se salvaguarda con el 
límite) y de interés público en la divulgación (que en el caso concreto no prevalezca el interés 
público en la divulgación de la información).

Pues bien, en este caso, realizado ese test se debe considerar que el daño que se genera a la 
empresa cuya información se solicita es superior al interés público de la difusión de la información y 
no prevalece el interés público, sino el privado. Ello, teniendo en cuenta, además, que el acceso a 
la información solicitada no persigue la finalidad intrínseca de la Ley 19/2013 el control de la 
actividad pública sino obtener información sobre determinada empresa.

La Ley 19/2013 tiene una clara finalidad, expresada en su exposición de motivos, que no es otra 
que facilitar a los ciudadanos el conocimiento del funcionamiento de los entes y organismos 
públicos.

En algunos casos, como el que nos ocupa, las peticiones tienen como objeto conocer la 
documentación que afecta a una empresa con fines particulares, que no están vinculados en modo 
alguno con la finalidad de la LTAIBG. En estos casos, lo que existe es una petición abusiva (causa 
de inadmisión de una petición, artículo 18).

Se ha de tener en cuenta, además, que el Criterio interpretativo 3/2016 del CTBG considera 
abusiva toda petición que no pueda ser reconducida a las finalidades previstas en dicho criterio 
(someter a escrutinio la acción de los responsables públicos, conocer cómo se toman las 
decisiones públicas, como se manejan los fondos públicos y bajo qué criterios actúan las 
instituciones públicas), por lo que considera que estas peticiones son abusivas. 

Por cuanto antecede, el DIRECTOR DEL ORGANISMO ESTATAL INSPECCION DE TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL RESUELVE:

DENEGAR la petición de acceso a la información solicitada por aplicación del artículo 14.1.h)
y 18.1 e) de la Ley 19/2013 en los términos previstos en la presente resolución.

Notifíquese esta resolución al solicitante, advirtiéndole que contra la misma, que pone fin a la vía 
administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en el plazo de dos meses o, 
previa y potestativamente, reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en el 
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plazo de un mes; en ambos casos el plazo se contará desde el día siguiente al de notificación de la 
presente resolución. Ello sin perjuicio de cualquier otro recurso o reclamación que se estime 
procedente.

EL DIRECTOR DEL ORGANISMO ESTATAL
(documento firmado electrónicamente)

Héctor Illueca Ballester

   




